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En atención a lo dispuesto por el artículo 73, segundo párrafo, de la Ley de 
Amparo, así como la jurisprudencia de rubro: “PROYECTOS DE 
RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y 
DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. SÓLO DEBEN 
PUBLICARSE AQUELLOS EN LOS QUE SE ANALICE LA 
CONSTITUCIONALIDAD O LA CONVENCIONALIDAD DE UNA NORMA 
GENERAL, O BIEN, SE REALICE LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN 
PRECEPTO CONSTITUCIONAL O DE UN TRATADO INTERNACIONAL EN 
MATERIA DE DERECHOS HUMANOS”1, a continuación, se hace público el 
fragmento del proyecto de sentencia del amparo en revisión 482/2022, en el 
cual se realiza el estudio de constitucionalidad respectivo: 
 
 

 

S E N T E N C I A 

 

Mediante la cual se resuelve el amparo directo en revisión 4165/2022, 

promovido en contra de la sentencia dictada en sesión del ocho de julio de 

dos mil veintidós por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito, en el juicio de *****.  

 

El problema que la Primera Sala debe resolver consiste en determinar si el 

artículo 81, fracción II, de la Ley sobre el Contrato de Seguro es una limitación 

desproporcional del derecho de acceso a la justicia previsto en el artículo 17 

constitucional. 

 
1 Tesis de Jurisprudencia P./J. 53/2014, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 

Época, Tomo I, noviembre de 2014, página 61. 
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I. ESTUDIO DE FONDO 

 

¿El artículo 81, fracción II, de la Ley sobre el Contrato de Seguro no es 

una limitación desproporcional del derecho de acceso a la justicia 

previsto en el artículo 17 de la Constitución General? 

 

1. Esta Primera Sala considera que es fundado el agravio de la parte recurrente 

consistente en que el artículo 81, fracción II de la Ley Sobre el Contrato de 

Seguro no es una limitación desproporcional; contrario a lo que concluyó el 

tribunal colegiado quien consideró que la medida impugnada sí era una 

limitación desproporcional del derecho de acceso a la justicia previsto en el 

artículo 17 de la Constitución General. El artículo impugnado dispone lo 

siguiente:  

 

Ley Sobre el Contrato de Seguro 

Artículo 81.- Todas las acciones que se deriven de un contrato de 
seguro prescribirán: 
 
I.- En cinco años, tratándose de la cobertura de fallecimiento en los 
seguros de vida. 
 
II.- En dos años, en los demás casos. 
 
En todos los casos, los plazos serán contados desde la fecha del 
acontecimiento que les dio origen. 

 

2. El artículo impugnado forma parte del capítulo V de la Ley sobre el Contrato 

de Seguro que abarca los artículos 81 a 84 que regulan la figura de la 

prescripción. El artículo 82 del mismo ordenamiento legal establece que el 

plazo de prescripción no correrá en caso de omisión, falsas o inexactas 

declaraciones sobre el riesgo corrido, sino desde el día en que la empresa 

haya tenido conocimiento de él; y si se trata de la realización del siniestro, 

desde el día en que haya llegado a conocimiento de los interesados, quienes 

deberán demostrar que hasta entonces ignoraban dicha realización. Por su 

parte, el artículo 83 señala que es nulo el pacto que abrevie o extienda el 

plazo de prescripción fijado en los artículos anteriores. Finalmente, el artículo 

84 reformado establece que además de las causas ordinarias de interrupción 

de la prescripción, ésta se interrumpirá por el nombramiento de peritos con 
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motivo de la realización del siniestro, y tratándose de la acción en pago de la 

prima, por el requerimiento de pago. 

 

3. Por su parte, el artículo 17 constitucional prevé el derecho de acceso a la 

justicia en los siguientes términos:  

 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos  

 

Artículo 17.- Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni 

ejercer violencia para reclamar su derecho. 

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por 

tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y 

términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera 

pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en 

consecuencia, prohibidas las costas judiciales. 

[…] 

 

4. Este derecho también se encuentra previsto en el artículo 8, apartado 1, de 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en el numeral 14, 

apartado 1, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, pues en 

ellos se dispone lo siguiente: 

 

Convención Americana sobre Derechos Humanos  

 

Artículo 8. Garantías Judiciales. 

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías 

y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 

independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en 

la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, 

o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, 

laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.”  

 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

 

Artículo 14 

1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de 

justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con 

las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e 
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imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier 

acusación de carácter penal formulada contra ella o para la 

determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. La 

prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los 

juicios por consideraciones de moral, orden público o seguridad 

nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de 

la vida privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria 

en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del 

asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; 

pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, 

excepto en los casos en que el interés de menores de edad exija lo 

contrario, o en las acusaciones referentes a pleitos matrimoniales o a 

la tutela de menores.[…] 

 

5. De lo dispuesto en los preceptos antes referidos, se advierte que el derecho 

de acceso a la justicia no sólo implica la posibilidad de que las personas 

puedan acudir ante tribunales imparciales e independientes previamente 

establecidos solicitando impartición de justicia, sino que además conlleva la 

obligación que tiene el Estado de asegurar el buen funcionamiento de los 

mismos, a efecto de que en los plazos y términos que marcan las leyes y 

cumpliendo con las formalidades esenciales del procedimiento, diriman sin 

costo alguno las controversias sometidas a su consideración.  

 

6. Ahora bien, en relación con la obligación que ese derecho se impone al 

Estado, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

derivado cuatro principios que contribuyen a dar efectividad a la posibilidad 

de que las personas acudan a los tribunales solicitando que éstos impartan 

justicia.2 

 
2 Jurisprudencia 2a./J. 192/2007, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXVI, Octubre de 2007, página 209, número de registro digital 171257 cuyo 
texto es: “ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ESTABLECE DIVERSOS PRINCIPIOS QUE 
INTEGRAN LA GARANTÍA INDIVIDUAL RELATIVA, A CUYA OBSERVANCIA ESTÁN 
OBLIGADAS LAS AUTORIDADES QUE REALIZAN ACTOS MATERIALMENTE 
JURISDICCIONALES. La garantía individual de acceso a la impartición de justicia consagra a favor 
de los gobernados los siguientes principios: 1. De justicia pronta, que se traduce en la obligación de 
las autoridades encargadas de su impartición de resolver las controversias ante ellas planteadas, 
dentro de los términos y plazos que para tal efecto establezcan las leyes; 2. De justicia completa, 
consistente en que la autoridad que conoce del asunto emita pronunciamiento respecto de todos y 
cada uno de los aspectos debatidos cuyo estudio sea necesario, y garantice al gobernado la 
obtención de una resolución en la que, mediante la aplicación de la ley al caso concreto, se resuelva 
si le asiste o no la razón sobre los derechos que le garanticen la tutela jurisdiccional que ha solicitado; 
3. De justicia imparcial, que significa que el juzgador emita una resolución apegada a derecho, y sin 
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7. Esos principios, que esta Primera Sala comparte, son los siguientes: 

 

 

• Principio de justicia pronta, que se traduce en la obligación de las 

autoridades encargadas de su impartición, de resolver las 

controversias ante ellas planteadas, dentro de los términos y plazos 

que para tal efecto establezcan las leyes; 

 

• Principio de justicia completa, el cual obliga a que la autoridad que 

conoce del asunto emita pronunciamiento respecto de todos y cada uno 

de los aspectos debatidos cuyo estudio sea necesario y garantice a las 

personas la obtención de una resolución en la que, mediante la 

aplicación de la ley al caso concreto, se resuelva si le asiste o no la 

razón sobre los derechos que le garanticen la tutela jurisdiccional que 

ha solicitado; 

 

• Principio de justicia imparcial, obliga a que el juzgador emita una 

resolución apegada a derecho, sin favoritismo respecto de alguna de 

las partes o arbitrariedad en su sentido; y 

 

• Principio de justicia gratuita, estriba en que los órganos del Estado 

encargados de su impartición, así como los servidores públicos a 

quienes se les encomienda dicha función, no cobrarán a las partes en 

conflicto emolumento alguno por la prestación de ese servicio público.  

 

8. Con relación al primero de esos principios, que es el que nos interesa en el 

caso, debe decirse lo siguiente: 

 

 

favoritismo respecto de alguna de las partes o arbitrariedad en su sentido; y, 4. De justicia gratuita, 
que estriba en que los órganos del Estado encargados de su impartición, así como los servidores 
públicos a quienes se les encomienda dicha función, no cobrarán a las partes en conflicto 
emolumento alguno por la prestación de ese servicio público. Ahora bien, si la citada garantía 
constitucional está encaminada a asegurar que las autoridades encargadas de aplicarla lo hagan de 
manera pronta, completa, gratuita e imparcial, es claro que las autoridades que se encuentran 
obligadas a la observancia de la totalidad de los derechos que la integran son todas aquellas que 
realizan actos materialmente jurisdiccionales, es decir, las que en su ámbito de competencia tienen 
la atribución necesaria para dirimir un conflicto suscitado entre diversos sujetos de derecho, 
independientemente de que se trate de órganos judiciales, o bien, sólo materialmente 
jurisdiccionales.” 
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9. Como “la prontitud” es un concepto subjetivo, el propio artículo 17 

constitucional ligó la prontitud de la justicia a los plazos y términos que para 

tal efecto establezcan las leyes. Esta liga, es lo que da seguridad y certeza 

jurídica a las personas, pues implica que esos plazos y términos deben estar 

previamente establecidos en la ley o leyes que resulten aplicables al caso y, 

por ende, a ellos deben ajustarse tanto las autoridades encargadas de 

impartir justicia como los propios justiciables, pues al estar establecidos en 

las leyes, tienen conocimiento previo de ellos. 

 

10. Lo anterior implica que el acceso de las personas a los órganos 

jurisdiccionales y su actuación en ellos no es irrestricta, pues para el buen 

funcionamiento de la administración de justicia, el derecho de acceso a la 

justicia debe ejercerse en los plazos y términos que marcan las leyes, por 

ende, ese derecho está limitado a una determinada temporalidad. 

 

11. En ese orden de ideas, si bien es verdad que toda persona tiene derecho de 

acudir a los tribunales a plantear una pretensión o defenderse de ella, a través 

de un procedimiento en el que se cumplan las formalidades esenciales del 

procedimiento, también es cierto que ese derecho se debe ejercer de 

manera oportuna, es decir dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, 

pues de lo contrario se corre el riesgo de que éste, según sea el caso, 

prescriba, precluya o caduque. 

 
12. En efecto, la prescripción tiene una doble y distinta significación, según el 

efecto que se le dé, ya sea positivo o negativo. 

 

13. Así, si el efecto es positivo, la prescripción que se denomina adquisitiva, de 

dominio o usucapión, permite adquirir la propiedad o dominio de un bien, 

cuando éste se posee en las condiciones y durante el tiempo previsto en la 

ley; en cambio si el efecto es negativo, la prescripción que se denomina 

liberatoria o extintiva, permite librar obligaciones, al considerar extinguido 

un derecho como consecuencia de su falta de ejercicio durante el tiempo 

establecido en la ley. 

 
14. Como se ve, esta última prescripción que es la que nos ocupa, implica una 

sanción que se impone a la persona que no ejercita o reclama oportunamente 

su derecho. 
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15. Lo anterior, porque si bien la garantía de acceso a la justicia es un derecho 

que tiene la persona, ese derecho es correlativo de una obligación que 

contribuye al buen funcionamiento de la administración e impartición de 

justicia, consistente en cumplir con los requisitos, términos y condiciones que 

imponen la leyes sustantivas y procesales. Por tanto, cualquier persona que 

pretenda tener acceso a la justicia debe manifestar esa voluntad de manera 

oportuna, ya que, de lo contrario, la ley presume una falta de interés al 

respecto a través de la prescripción. 

 

16. De esta manera, en atención al interés público de impedir la incertidumbre de 

las personas, el legislador fija plazos para que opere la prescripción y no se 

pueda inquietar a los poseedores ni hacer averiguaciones sobre derechos, 

pues de lo contrario nadie estaría a salvo de pretensiones envejecidas 

respecto de las cuales probablemente ya no tendrían pruebas para 

defenderse. De ahí que no puede quedar al arbitrio de las personas retardar 

o postergar indefinidamente el acceso a la justicia, con la consecuente 

incertidumbre e inseguridad que pudiera provocarse a terceros y, por tanto, 

la necesidad de sancionar ese desinterés a través de la prescripción. 

 
17. Así, la “ratio legis” de las disposiciones legales que norman la prescripción 

liberatoria o extintiva es evitar la posibilidad de que en cualquier momento se 

pueda poner en movimiento la maquinaria judicial, con base en acciones que 

se sustentan en derechos que han sido abandonados por el tiempo suficiente 

para considerar que su titular perdió interés en ellos. De esta manera, se evita 

mantener en un estado de inseguridad e incertidumbre a las personas que 

pueden verse inmersos en una contienda judicial, por lo que no puede quedar 

al arbitrio del titular de un derecho afectado ejercer una acción de manera 

indefinida o impostergable. 

 

18. Atendiendo a lo anterior, es dable concluir que si bien la prescripción es una 

sanción que se impone a la persona (actor) que no ejercita o reclama 

oportunamente sus derechos, también representa un beneficio para la 

persona (demandado) que debe satisfacer ese reclamo, pues el fin último de 

la prescripción radica en que la espera a la que puede ser sometido el deudor 

o sujeto pasivo sea razonable, pues lo contrario afectaría el interés social y la 

seguridad de las relaciones jurídicas. 
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19. Ahora bien, aunque la prescripción es una institución de orden público que 

contribuye en dar certeza y seguridad jurídica, no deja de ser una sanción 

para la persona que no ejerce de manera oportuna sus derechos; por tanto, 

esa oportunidad prevista en la ley debe ser razonable a efecto de no anular 

el derecho mismo de acceder a la justicia. 

 

20. Lo anterior es así, porque si bien se deja a voluntad del legislador establecer 

los plazos y términos conforme a los cuales se administrará la justicia y, por 

ende, el plazo en que debe operar la prescripción, lo cierto es que esa 

voluntad no es irrestricta. Así se desprende de la jurisprudencia P./J. 

113/2001, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, cuyo rubro es: “JUSTICIA, ACCESO A LA. LA POTESTAD QUE SE 

OTORGA AL LEGISLADOR EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN 

GENERAL DE LA REPÚBLICA, PARA FIJAR LOS PLAZOS Y TÉRMINOS 

CONFORME A LOS CUALES AQUÉLLA SE ADMINISTRARÁ NO ES 

ILIMITADA, POR LO QUE LOS PRESUPUESTOS O REQUISITOS 

LEGALES QUE SE ESTABLEZCAN PARA OBTENER ANTE UN 

TRIBUNAL UNA RESOLUCIÓN SOBRE EL FONDO DE LO PEDIDO 

DEBEN ENCONTRAR JUSTIFICACIÓN CONSTITUCIONAL.”,3 así como 

de la jurisprudencia 1a./J. 42/2007, sustentada por esta Primera Sala, cuyo 

epígrafe es: “GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL PREVISTA EN 

 
3 “JUSTICIA, ACCESO A LA. LA POTESTAD QUE SE OTORGA AL LEGISLADOR EN EL 
ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, PARA FIJAR LOS 
PLAZOS Y TÉRMINOS CONFORME A LOS CUALES AQUÉLLA SE ADMINISTRARÁ NO ES 
ILIMITADA, POR LO QUE LOS PRESUPUESTOS O REQUISITOS LEGALES QUE SE 
ESTABLEZCAN PARA OBTENER ANTE UN TRIBUNAL UNA RESOLUCIÓN SOBRE EL FONDO 
DE LO PEDIDO DEBEN ENCONTRAR JUSTIFICACIÓN CONSTITUCIONAL. De la interpretación 
de lo dispuesto en el artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución General de la República se 
advierte que en ese numeral se garantiza a favor de los gobernados el acceso efectivo a la justicia, 
derecho fundamental que consiste en la posibilidad de ser parte dentro de un proceso y a promover 
la actividad jurisdiccional que, una vez cumplidos los respectivos requisitos procesales, permita 
obtener una decisión en la que se resuelva sobre las pretensiones deducidas, y si bien en ese 
precepto se deja a la voluntad del legislador establecer los plazos y términos conforme a los cuales 
se administrará la justicia, debe estimarse que en la regulación respectiva puede limitarse esa 
prerrogativa fundamental, con el fin de lograr que las instancias de justicia constituyan el mecanismo 
expedito, eficaz y confiable al que los gobernados acudan para dirimir cualquiera de los conflictos 
que deriven de las relaciones jurídicas que entablan, siempre y cuando las condiciones o 
presupuestos procesales que se establezcan encuentren sustento en los diversos principios o 
derechos consagrados en la propia Constitución General de la República; por ende, para determinar 
si en un caso concreto la condición o presupuesto procesal establecidos por el legislador ordinario 
se apegan a lo dispuesto en la Norma Fundamental deberá tomarse en cuenta, entre otras 
circunstancias, la naturaleza de la relación jurídica de la que derivan las prerrogativas cuya tutela se 
solicita y el contexto constitucional en el que ésta se da.” Datos de localización: Jurisprudencia 
P./J.113/2001, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, septiembre de 
2001, p. 5. Registro digital: 188804. 
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EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS. SUS ALCANCES.”4 

 

21. De acuerdo con esta doctrina de la Suprema Corte, es necesario analizar si 

el plazo de dos años para la prescripción de las acciones derivadas de los 

contratos de seguros es proporcional. En la sentencia recurrida, el tribunal 

colegiado concluyó que es inconstitucional -por ser desproporcional- el plazo 

de dos años previsto como regla general en el artículo 81, fracción II de la 

Ley sobre el Contrato de Seguro para la prescripción de las acciones 

derivadas de los contratos de seguro, con excepción de las coberturas de 

fallecimiento por el seguro de vida que tiene un plazo de prescripción de cinco 

años. Para esta Primera Sala, fue incorrecta la decisión del tribunal colegiado, 

pues la medida impugnada sí supera un test de proporcionalidad de acuerdo 

con las razones siguientes. 

 

22. En primer lugar, la medida tiene como fin legítimo dar seguridad jurídica a las 

partes del contrato de seguro, pues establece con claridad el plazo de dos 

años para la prescripción de cualquier acción que derive de un contrato de 

seguro (salvo la acción por cobertura de fallecimiento en los seguros de vida 

que prescribe en un plazo de cinco años), lo que le permite a la parte 

demanda tener certeza del plazo en el que pueden ejercer acciones en su 

contra y al accionante saber con certeza el tiempo que tiene para ejercerlas. 

 

 
4 “GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SUS ALCANCES. La 
garantía a la tutela jurisdiccional puede definirse como el derecho público subjetivo que toda persona 
tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita a 
tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella, con el fin 
de que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la 
pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión. Ahora bien, si se atiende a que la 
prevención de que los órganos jurisdiccionales estén expeditos -desembarazados, libres de todo 
estorbo- para impartir justicia en los plazos y términos que fijen las leyes, significa que el poder 
público -en cualquiera de sus manifestaciones: Ejecutivo, Legislativo o Judicial- no puede supeditar 
el acceso a los tribunales a condición alguna, pues de establecer cualquiera, ésta constituiría un 
obstáculo entre los gobernados y los tribunales, por lo que es indudable que el derecho a la tutela 
judicial puede conculcarse por normas que impongan requisitos impeditivos u obstaculizadores del 
acceso a la jurisdicción, si tales trabas resultan innecesarias, excesivas y carentes de razonabilidad 
o proporcionalidad respecto de los fines que lícitamente puede perseguir el legislador. Sin embargo, 
no todos los requisitos para el acceso al proceso pueden considerarse inconstitucionales, como 
ocurre con aquellos que, respetando el contenido de ese derecho fundamental, están enderezados 
a preservar otros derechos, bienes o intereses constitucionalmente protegidos y guardan la 
adecuada proporcionalidad con la finalidad perseguida, como es el caso del cumplimiento de los 
plazos legales, el de agotar los recursos ordinarios previos antes de ejercer cierto tipo de acciones 
o el de la previa consignación de fianzas o depósitos.” Datos de localización: Jurisprudencia, 1a./J. 
42/2007, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, abril de 2007, 
p. 124. Registro digital: 172759. 
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23. Además, la medida es idónea para el fin buscado, pues es razonable 

considerar que el establecimiento de un plazo para la prescripción de la 

acción garantiza la seguridad jurídica de ambas partes.    

 
24. Asimismo, la medida es necesaria, pues esta Suprema Corte no vislumbra 

una medida menos restrictiva del derecho de acceso a la justicia e igualmente 

efectiva para la seguridad jurídica. Esto es así, pues en el caso del artículo 

81, fracción II de la Ley sobre el Contrato de Seguro, la imposibilidad de 

ejercer la acción por la prescripción negativa solo afecta la garantía de 

derechos patrimoniales (por ejemplo, cobro de primas y préstamos, cobro de 

cantidades aseguradas, indemnización de daños y pérdidas, indemnización 

por mora), y de acuerdo con nuestro precedente amparo directo en revisión 

2525/2013,5 en ese supuesto los plazos de la prescripción negativa pueden 

ser cortos, ya que las personas están en posibilidad de ejercer la acción de 

manera casi inmediata. En otras palabras, para analizar si el plazo de dos 

años para la prescripción de la acción es una medida necesaria, debemos 

considerar como alternativas los plazos de otras acciones destinadas a 

garantizar derechos patrimoniales. Y ya hemos dicho que un plazo de dos 

años para la prescripción negativa de una acción destinada a garantizar 

derechos patrimoniales es proporcional.6 

 

25. En primer lugar, cabe hacer notar que el objetivo de proteger derechos 

patrimoniales a través de las acciones derivadas del contrato de seguro se 

desprende de la justificación expresada en el dictamen elaborado por las 

comisiones unidas de Hacienda y Crédito Público y de Estudios Legislativos 

de la Cámara de Senadores -de la reforma publicada el seis de mayo de dos 

mil nueve7- para conservar como regla general el plazo de dos años para la 

 
5 No pasa desapercibido que en ese precedente se analizó la inconstitucionalidad de los artículos 
1161, fracción V (prescripción en dos años de la responsabilidad civil proveniente de actos ilícitos 
que no constituyan delitos) y 1934 (prescripción en dos años para exigir la reparación de los daños 
por responsabilidad civil objetiva) del Código Civil Federal, que establecen obligaciones de origen 
extracontractual. Ahora bien, más allá de la distinción entre origen contractual y extracontractual de 
las obligaciones, esta Primera Sala considera que la distinción entre la afectación de derechos 
patrimoniales y de derechos fundamentales como la vida y la salud para evaluar la proporcionalidad 
del plazo para la prescripción negativa es aplicable en este caso. Amparo directo en revisión 
2525/2013, resuelto por la Primera Sala el veintisiete de noviembre de dos mil trece, por mayoría de 
tres votos de la Ministra Olga Sánchez Cordero y los Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo (Presidente y Ponente), en contra de los emitidos por los Ministros José 
Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
6 Amparo directo en revisión 2525/2013, op.cit., p. 69. 
7 Dictamen de las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público; y de Estudios Legislativos, el 
que contiene proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la 
Ley sobre el Contrato de Seguro y de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios 
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prescripción de las acciones8. En el dictamen se dijo que, salvo los seguros 

de vida para los cuales se estableció un plazo de cinco años, el resto de los 

seguros son reclamados inmediatamente al ocurrir el siniestro que afecta el 

patrimonio del asegurado. Estos reclamos, se dijo, requieren la 

identificación de las pérdidas o gastos correspondientes, por lo que el paso 

del tiempo puede conllevar que las pruebas de los daños desaparezcan o 

sean difíciles de encontrar. Aunado a lo anterior, con la lectura de la Ley sobre 

el Contrato de Seguro se puede verificar que el objetivo de las acciones 

derivadas de un contrato de seguro es la garantía de derechos patrimoniales 

(por ejemplo, cobro de primas y préstamos, cobro de cantidades aseguradas, 

indemnización de daños y pérdidas, indemnización por mora)9.  

 

26. Asimismo, es importante tener presente que al conservarse el plazo de dos 

años como regla general para la prescripción de las acciones derivadas del 

contrato de seguro, el poder legislativo buscó garantizar efectivamente la 

seguridad jurídica, pues de ampliarlo a cinco años para todos los casos como 

proponía la iniciativa: “…se abate el incentivo de manejar los siniestros de 

manera efectiva, originando que las reclamaciones sean notificadas con 

demora, en relación con el momento en que el asegurado tenga conocimiento 

del caso. Un largo período de prescripción genera un cierto descuido del 

asegurado dado que éste tendrá un menor estímulo para hacer esfuerzos 

para descubrir una pérdida lo mas pronto posible o en un plazo razonable y 

para notificar a la aseguradora dicha pérdida.”10  

 

27. Finalmente, la medida es proporcional en sentido estricto, pues los beneficios 

obtenidos con la medida son altos, ya que permiten garantizar la seguridad 

jurídica de las partes en un contrato de seguro y además conservar los costos 

de la póliza de seguro bajos. Al respecto, en el dictamen de la reforma de dos 

mil nueve se dijo que la ampliación del plazo de dos a cinco años para la 

 

Financieros, de veintiséis de abril de dos mil siete. Disponible en: 
https://bovmsilap.scjn.pjf.gob.mx/Buscador/Paginas/wfProcesoLegislativoCompleto.aspx?q=XiHGMGm0tf3

DexUGxyTnSLI4pfL95vmWLwqIDxcyx9JlSE/9qQfpp6vMNdTLLgU3djzY9bmK1kpriX1WC2Ky4w==  
8 Se dice que se “conservó” el plazo de dos años como regla general, pues antes de la reforma del 
seis de mayo de dos mil nueve el artículo 81 de la Ley sobre el Contrato de Seguro establecía un 
plazo de dos años para todas las acciones, sin excepción alguna.  
9 Tratándose del seguro sobre las personas, véanse, por ejemplo, los artículos 164, 177, 193 de la 
Ley sobre el Contrato de Seguro.  
10 Dictamen de las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público; y de Estudios Legislativos, el 
que contiene proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la 
Ley sobre el Contrato de Seguro y de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios 
Financieros, de veintiséis de abril de dos mil siete, op, cit. 

https://bovmsilap.scjn.pjf.gob.mx/Buscador/Paginas/wfProcesoLegislativoCompleto.aspx?q=XiHGMGm0tf3DexUGxyTnSLI4pfL95vmWLwqIDxcyx9JlSE/9qQfpp6vMNdTLLgU3djzY9bmK1kpriX1WC2Ky4w==
https://bovmsilap.scjn.pjf.gob.mx/Buscador/Paginas/wfProcesoLegislativoCompleto.aspx?q=XiHGMGm0tf3DexUGxyTnSLI4pfL95vmWLwqIDxcyx9JlSE/9qQfpp6vMNdTLLgU3djzY9bmK1kpriX1WC2Ky4w==
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prescripción aumentaría los costos de la póliza en perjuicio de los 

asegurados, particularmente, por la necesidad de prever una reserva de 

siniestros ocurridos no reportados;11 mientras que la carga para el derecho 

de acceso a la justicia por la prescripción negativa es leve, pues como ya se 

dijo los derechos garantizados a través de las acciones derivadas del contrato 

de seguro son derechos patrimoniales y no derechos fundamentales como la 

vida y la salud.  

 

28. Por las razones anteriores, esta Primera Sala considera que es constitucional 

el artículo 81, fracción II sobre la Ley sobre el Contrato de Seguro y, por ende, 

se revoca la sentencia recurrida en la materia de la revisión y se niega el 

amparo al quejoso.  

 

29. Por último, toda vez que el recurso de revisión en amparo directo tiene un 

carácter excepcional y que se limita al estudio de cuestiones propiamente 

constitucionales, no procede analizar los agravios en los que se impugnan las 

consideraciones del órgano colegiado en las que se estudiaron los conceptos 

de mera legalidad, pues su estudio obligaría a esta Suprema Corte de Justicia 

de la Nación a realizar un pronunciamiento que desvirtuaría la naturaleza del 

recurso.12  

 

 

 
II. DECISIÓN 

 

 
11 De acuerdo con los artículos 216 y 217 de la Ley de Instituciones de Seguros y Fianzas las 
instituciones de seguros tienen la obligación de constituir:  
Artículo 216.- Las Instituciones de Seguros deberán constituir las siguientes reservas técnicas: 
I. Reservas de riesgos en curso; 
II. Reservas para obligaciones pendientes de cumplir; 
[…] 
Artículo 217.- Las reservas técnicas a que se refiere el artículo 216 de esta Ley, tendrán como 
propósito: 
[…] 
II. En el caso de las reservas para obligaciones pendientes de cumplir, cubrir el valor esperado de 
siniestros, beneficios, valores garantizados o dividendos, una vez ocurrida la eventualidad prevista 
en el contrato de seguro. Las reservas para obligaciones pendientes de cumplir serán: 
a) Por pólizas vencidas y siniestros ocurridos pendientes de pago; 
b) Por dividendos y repartos periódicos de utilidades; 
c) Por siniestros ocurridos y no reportados, así como por los gastos de ajuste asignados a 
los siniestros, y 
d) Por las operaciones de que trata la fracción XXI del artículo 118 de la presente Ley; […] 
12 Similar criterio ha adoptado la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
jurisprudencia de rubro: AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. ES IMPROCEDENTE SI LOS 
AGRAVIOS SE LIMITAN A IMPUGNAR LAS CONSIDERACIONES EN LAS QUE EL ÓRGANO 
COLEGIADO DA RESPUESTA A CUESTIONES DE MERA LEGALIDAD. Datos de localización: 
Jurisprudencia 2a./29/2019, Segunda Sala, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 
63, Tomo I, febrero de 2019, p. 735. Registro digital: 2019207.  
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30. En consecuencia, por lo expuesto y fundado, se resuelve: 

 

PRIMERO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida. 

 

SEGUNDO. La Justicia de la Unión no ampara y ni protege a *****, 

contra el acto reclamado del Juez Trigésimo Segundo Civil de Proceso 

Oral de la Ciudad de México, consistente en la sentencia definitiva de 

veintiocho de abril de dos mil veintidós, dictada en el juicio oral mercantil 

*****. 

 

Notifíquese con testimonio de esta ejecutoria. En su oportunidad, archívese 

el toca como asunto concluido. 

 

  
 


